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León, Guanajuato, a 13 trece de febrero del año 2014, dos mil catorce. .  . . .   
V I S T O para resolver el expediente número 029/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demandada interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL y de la DIRECTORA GENERAL DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS Y CATASTRO, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el avalúo … y la resolución … emitida por la Tesorería Municipal; y, la existencia de los actos combatidos se encuentra acreditada en autos de esta causa, la del primero, con el original del referido avalúo y la del segundo con original del oficio …, emitido por el Tesorero Municipal, ambas probanzas exhibidas por la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en su contestación de demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . .      

La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo, la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora como sujeto pasivo del impuesto predial si cuenta con interés jurídico para impugnar el avalúo y los resultados del avalúo, toda vez que dichos actos se encuentran dirigidos hacia su persona y como destinataria de los actos impugnados está en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado, con las facultades que le otorga al Juzgador la ultima parte del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se determina que respecto del Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que en el proceso Administrativo, conforme a lo señalado por el artículo 266, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a la actora le corresponde acreditar la existencia de los actos impugnados, pues tiene la carga procesal de acompañar a su demanda el documento en el que conste el acto impugnado y, es el caso, que en autos no se encuentra acreditado que el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro haya emitido, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar alguno de los actos combatidos, ya que en el sumario no obra ningún medio de convicción alguno que así lo acredite; en esa virtud, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto al Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- En el tercer concepto de impugnación de la demanda, se aduce en lo medular que la resolución impugnada es violatoria del artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 16 de la Carta Magna, al provenir de un avalúo ilegal; que el avalúo …, expone como motivo del mismo, la regularización, misma que de entre los preceptos legales citados en dicha actuación, no se desprende esa causa; que se hace al calce del avalúo, entre otros, al cardinal 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en su primeros párrafos dispone y lo transcribe; del precepto anterior, se advierte que establece como hipótesis para modificar el valor fiscal de los inmuebles, los siguientes: 1.- Por la manifestación del valor de los inmuebles de los contribuyentes; 2.- Cuando se produzca un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, a las características del inmueble; 3.- Por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas, así como en la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras; 4.- No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años. Este precepto no incluye como causal de elaboración del avalúo, la simple regularización, como se asentó en el avalúo …; la motivación no encuadra en los supuestos marcados por el artículo 68 de la citada Ley de Hacienda; en tal virtud, si la autoridad demandada consideró apto un nuevo avalúo al inmueble, debió motivarlo y adecuarlo con las causales que establece el numeral 168 de la citad Ley, observando a su vez las formalidades prescritas para los actos administrativos conforme al diverso 137 fracción VI del referido del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y 17 de la Carta Magna; que todo lo actuado resulta ilegal, por lo que deberá condenarse a las demandadas  para que restablezcan el derecho violado, es decir, sin modificar el valor catastral del inmueble objeto del crédito fiscal, subsista el valor fiscal que estuvo vigente en el año 2012 dos mil doce, tal y como se demuestra con la impresión del “Detalle de Estado de Cuenta Predial”. En tanto, que el Tesorero Municipal, no contestó la demanda entablada en su contra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es FUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio cabe señalar, que fundar un acto fiscal Municipal implica señalar los preceptos, fracciones, incisos, subincisos y en su caso los párrafos, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y en su caso de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal que corresponda o de algún otro Ordenamiento Legal que sirva de apoyo a la autoridad para la emisión del acto impugnado; mientras que por motivar el acto fiscal, se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas del por qué en el caso se ha realizado el o los supuestos de hecho que condicionan la aplicación de los preceptos legales invocados como apoyo legal, esto es, señalar el por qué en el caso la situación subjetiva del contribuyente se adecua al supuesto jurídico previsto en el o los preceptos legales invocados como apoyo legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido y realizando una detenida lectura del texto y contenido del avalúo impugnado, se advierte que se encuentra fundado y carente de motivación,  por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El avalúo fiscal impugnado, se encuentra fundado, ya que en la parte inferior del referido documento se indican los artículos 162 fracción II y IV, 166, 168, 179, 172, 176, 177 y 178 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 5, 6 y 7 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal vigente, numerales que regulan el impuesto predial, en cuanto a la base, a las obligaciones de los sujetos del impuesto ante la Tesorería Municipal, a los casos en que el valor fiscal de los inmuebles podrá modificarse, a las formalidades del procedimiento de valuación y al cobro de los derechos por la práctica de avalúos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El avaluó tildado de ilegal, se encuentra carente de motivación, en virtud de que la autoridad omite señalar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas del por qué en la especie se actualiza uno de los supuestos jurídicos  contemplados por el artículo 168 párrafos primero y segundo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, conforme al cual se actualiza el valor fiscal del inmueble …  numeral que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 168. El valor fiscal de los inmuebles, sólo podrá ser modificado, por la manifestación del valor de los inmuebles de los contribuyentes; cuando se produzca un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, a las características del inmueble; o por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas, así como en la  reconstrucción o rehabilitación de dichas obras.

No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años, el cual se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique. En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal.
…”
Este precepto establece un catálogo de supuestos en los cuales la autoridad podrá modificar el avalúo fiscal de los inmuebles, a saber: a).- La manifestación del valor de los inmuebles por los contribuyentes; b).- El cambio en el nombre del contribuyente; c).- El cambio en las características del inmueble; d).- La alteración del valor del inmueble con motivo de la ejecución de obras públicas; e).- El aumento del valor del inmueble a causa de la reconstrucción de obras públicas; f).- La alteración del valor por la rehabilitación de obras públicas; y, g).- Cuando no se da alguna de las causas anteriores, el valor fiscal podrá modificarse por el transcurso del plazo de la vigencia de dos años del avalúo. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, la autoridad fiscal Municipal para revaluar un inmueble a través de un avalúo, por cualquiera de los supuestos jurídicos indicados en el párrafo que antecede, se encuentra constreñida a justificar que la situación del contribuyente se ubica en alguna de esas hipótesis, sin embargo, es el caso que    se expidió el avalúo sin mencionar que hacía la modificación del valor fiscal en términos del segundo párrafo del artículo 168 de la aludida Ley de Hacienda, esto es en otras palabras, se dejaron de expresar en forma detallada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas del por qué en el caso se actualiza el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, por haber fenecido la vigencia de dos años del avalúo, hipótesis jurídica contemplada en el pluricitado artículo 168, párrafo segundo, de ahí resulta, que se debió expresar argumentación lógica y jurídica tendente a acreditar los extremos exigidos por el referido precepto legal, expresando la fecha de elaboración del avalúo anterior al combatido, así como la fecha de notificación de los resultados del avalúo, indicando además la fecha de inicio y de culminación del plazo de dos años, que corresponde a la vigencia del avalúo;  esto es así porque, hacer todo ello es obligatorio para la autoridad fiscal demandada, en cumplimiento de las exigencia establecidas en el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; sobre al particular no se omite mencionar que es cierto que en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no se hace referencia a la “regularización” como causa o motivo para la elaboración de avalúos fiscales, pero de manera indebida se hace uso de este término para referirse a la modificación del valor fiscal del inmueble, en ese sentido, independientemente de que se hable de regularización, el avalúo no se encuentra motivado, por las razones expresadas en supralíneas; por ende, el avalúo impugnado no cumple con los elementos de validez señalados por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
De lo expuesto se sigue, que el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio el artículo 4, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; en consecuencia, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal …, que fija el nuevo valor fiscal otorgado al predio … y de sus actos consecuente como lo son el oficio …, suscrito por el Tesorero Municipal, que contiene la notificación de los resultados del avalúo; la determinación del crédito fiscal … por concepto de impuesto predial para el año 2013 dos mil trece, que consta el estado de cuenta que obra en el sumario; y, del crédito fiscal … por concepto de impuesto predial para el año 2014 dos mil catorce, que consta en el estado de cuenta que forma parte del sumario. Lo anterior, en razón de que estos tres últimos actos son consecuencia del avalúo viciado de origen y que modifica el valor fiscal que constituye la base del impuesto predial para los años indicados en los estados de cuenta, pues, lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna  forma  partícipes  de  tal  conducta  irregular,  al otorgar a  tales  actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, en aras de proteger y garantizar los derechos humanos de la parte actora frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de modo que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad de los actos impugnados; y, además, estimando que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la declaración de nulidad del avalúo fiscal impugnado, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; en ese sentido, se reconoce al justiciable el derecho amparado por el párrafo tercero del artículo 168, de la pluricitada Ley de Hacienda, el que consiste, que en tanto se practica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, la base del impuesto predial seguirá siendo el valor fiscal fijado en el avalúo anterior, por tanto, al declararse la nulidad del avalúo impugnado, conforme a este numeral, lo apegado a derecho es que se determine y liquide la referida contribución de manera debidamente fundada y motivada, tomando como base del impuesto  predial el último valor fiscal registrado. 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO, respecto del Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de ésta sentencia. . 

TERCERO.- Se declara la  NULIDAD  LISA Y LLANA avalúo fiscal …, que fija el valor fiscal …, del inmueble …, registrado bajo la cuenta predial … y de sus actos consecuentes como lo son el oficio …, suscrito por el Tesorero Municipal, que contiene la notificación de los resultados del avalúo; la determinación del crédito fiscal … por concepto de impuesto predial para el año 2013 dos mil trece, que consta el estado de cuenta que obra en el sumario; y, del crédito fiscal … por concepto de impuesto predial para el año 2014 dos mil catorce, que consta el estado de cuenta que forma parte del sumario. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce a la parte actora el derecho contemplado en el artículo 168, párrafo segundo y tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que el Tesorero Municipal Determine y liquide el impuesto predial, tomando como base de dicha contribución el último valor fiscal registrado, en tanto se emite el nuevo valor fiscal; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . .  . . . . 
Notifíquese a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
